
 

 
 

El Estado debe adoptar una política de reparación diferencial en favor de las mujeres víctimas de 
violencia sexual 

 
El 10 de diciembre se celebró el Día de los Derechos Humanos en conmemoración de la aprobación 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos por parte de la Asamblea General de Naciones 
Unidas en 1948. Después de más de sesenta años de aprobada aún continúan vigentes los desafíos 
planteados por la comunidad internacional en dicho instrumento. Uno de estos retos es garantizar la 
igualdad entre todos los seres humanos, sin distinción por sexo, clase o etnia (por mencionar 
algunas).  
 
Bajo este aniversario la Corporación Humanas quiere destacar que el Congreso de la República se 
encuentre discutiendo el proyecto de ley por medio del cual se adoptan medidas de atención y 
reparación integral a las víctimas de violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario y se establecen normas transicionales para la restitución de tierras. 
Proyecto que ha cursado sus dos primeros debates, el último de ellos ante la Plenaria de la Cámara 
de Representantes, y que aún tiene pendientes dos debates más en el Senado de la República para 
convertirse en ley.  
 
A propósito de este contexto, la Corporación Humanas reitera la obligación que tiene el Estado de 
diseñar e implementar una política de reparación con enfoque diferencial en favor de las mujeres que 
han sido víctimas de violencia sexual en el marco del conflicto armado quienes hasta el momento han 
visto vulnerados sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación integral. 
 
Es importante resaltar que el proyecto de ley que fue aprobado por la Plenaria de la Cámara de 
Representantes incorpora medidas que promueven un trato diferencial para las mujeres que han sido 
víctimas de violencia sexual, entre ellas se encuentran: la adopción de medidas de atención 
diferencial en favor de las personas que han sido víctimas de delitos en contra de la libertad, 
integridad y formación sexual; el establecimiento de criterios de análisis de la prueba en casos de 
violencia sexual en relación con el consentimiento y la inadmisión de pruebas relacionadas con el 
comportamiento sexual de la víctima; y el diseño de un protocolo para la investigación de delitos 
contra la libertad, integridad y formación sexuales a cargo de la Fiscalía General de la Nación. 
 



En relación con esta iniciativa, la Corporación Humanas insiste en la importancia de adoptar una 
política pública que promueva la igualdad entre las víctimas sin incluir medidas discriminatorias en 
razón a la identificación del perpetrador o la pertenencia de la víctima a determinado grupo armado. 
No obstante, en el proyecto de ley que se encuentra en discusión, se niega la condición de víctimas 
de las y los combatientes que pueden haber sido víctimas de graves infracciones al derecho 
internacional humanitario como en el caso de las mujeres integrantes de grupos armados que 
padecieron situaciones de esclavitud sexual y aborto forzado al interior de las filas. 
 
Por otra parte, es preocupante que el proyecto prevea que después de haber obtenido una condena 
judicial, ante la incapacidad o imposibilidad del responsable directo o del grupo armado de reparar 
integralmente a la víctima, el Estado sea llamado a reparar subsidiariamente sólo con el pago de la 
indemnización administrativa establecida en el Decreto 1290 de 2008. Este mecanismo reconoce el 
pago de una suma de dinero determinada según el tipo de delito, en los casos de delitos contra la 
libertad e integridad sexual la reparación corresponde a 30 salarios mínimos, valor que está por 
debajo de las indemnizaciones reconocidas hasta el momento. 
 
Es importante recordar que los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación integral 
no se garantizan con el simple pago de una indemnización y que es grave que en los casos en los que 
a pesar de obtener una condena por violaciones a los derechos humanos o al derecho internacional 
humanitario la reparación integral se reduzca al pago de una compensación económica vulnerando 
los demás componentes de este derecho, como son: la restitución, la rehabilitación, la satisfacción y 
las garantías de no repetición.  
 
Por último, es preocupante que después de más de cinco años de la adopción de la Ley 975 de 2005 
aún no se hayan implementado medidas eficaces que permitan el acceso de las víctimas a la justicia 
por lo que resulta indispensable la adopción de medidas pertinentes para garantizar la vida y la 
integridad de las víctimas que participan en procesos de exigibilidad de sus derechos. Además se 
debe garantizar que las mujeres víctimas de violencia cuenten con “los mecanismos judiciales y 
administrativos necesarios para asegurar que (…) tengan un acceso efectivo a resarcimiento, 
reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces”1. 
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1 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Lineamientos principales para una política integral de reparaciones, OEA/Ser/L/V/II.131, 19 febrero 
de 2008, párr. 14. 


